NORMATIVIDAD CIVIL REFERIDA A LA CAPACIDAD JURÍDICA

ARTÍCULO 42.- “Tienen plena capacidad de ejercicio de sus derechos civiles las personas que hayan cumplido dieciocho años de edad, salvo lo dispuesto en los artículos 43 y 44”.

Este precepto establece que la edad de 18 años es menester legal para la adquisición de la plena capacidad de ejercicio de los derechos civiles. Se considera, de acuerdo a la realidad social, que a esa edad la persona esta dotada de suficiente madurez intelectual, equilibrio psicológico, poder de reflexión y sentido de responsabilidad para ejercer, por sí misma y sin necesidad de asistencia, los derechos de que es capaz desde su nacimiento.

Igualmente se ha señalado, que el numeral consigna las concordancias relativas a las situaciones de excepción a la regla.

ARTÍCULO 43.- “Son absolutamente incapaces: 

1. Los menores de dieciséis años, salvo para aquellos actos determinados por la ley.

2. Los que por cualquier causa se encuentren privados de discernimiento.

3. Los sordomudos, los ciegosordos, y los ciegomudos que no pueden expresar su voluntad de manera indubitable.”

Los casos de incapacidad a que se refiere este numeral se refieren a la edad y a la salud de las personas. En el primero de ellos se trata de la edad en los restantes de la salud de las personas; así pues se establece que estos dos factores son los elementos que atienden a privar a la persona de la capacidad de ejercer, por si misma, los derechos que le atribuye el ordenamiento jurídico en tanto sujeto de derecho. 

Con respecto al primer inciso cabe resaltar que al mismo tiempo que prescribe la incapacidad absoluta de ejercicio en razón a la edad de la persona, establece que el menor los podrá ejercer por sí mismo, sólo en el caso de actos que estén determinados por la ley. A esta excepción tenemos que agregar que el artículo 1358, permite a los todos los incapaces no privados de discernimiento celebrar contratos relacionados con las necesidades ordinarias de su vida. Consideramos normal que el menor  de dieciséis años no privados de discernimiento celebre cotidianamente contratos vinculados con las actividades ordinarias de su vida diaria. Diariamente podemos ver a menores de dieciséis realizando cotidianas relacionadas jurídicas en satisfacción de necesidades igualmente normales como ir a la escuela, comprar golosinas y más.

No es raro encontrar más situaciones en las que el menor elabore actos de trascendencia, tal lo podemos comprobar en lo que se refiere el artículo 455, que faculta al menor capaz de discernimiento para aceptar donaciones, legados y herencias voluntarias, siempre que sean puras y simples, sin necesidad de recurrir a sus representantes legales. Así, prescripciones de más artículos, dotan al menor capaz de discernimiento, de cierta capacidad jurídica para ejercer sus derechos y así mismo responder por las consecuencias que de estos deriven.

El inciso segundo precisa que para declarar la incapacidad absoluta  de ejercicio se requiere falta de discernimiento. Dato importante, ya que así llega a distinguirse de la incapacidad relativa, que es el deterioro mental que les impide el expresar su libre voluntad. El inciso segundo supone permanencia en el estado del individuo, que le priva de discernimiento, aun cuando la dolencia sea susceptible de curación. La incapacidad absoluta de ejercicio da lugar al procedimiento de declaración judicial de interdicción que culmina con el nombramiento de un curador. 

El inciso tercero, como perfeccionamiento del Código de 1936, ya no sólo declara incapaces absolutos a los sordomudos, pues agrega además a los ciegosordos y a los ciegomudos, siempre que estas situaciones sean impedimento para la expresión de su voluntad de manera indubitable. En tal situación para que el juez declare judicialmente la interdicción, no es suficiente que se verifique el estado de la persona, sino que además se debe precisar en que medida tal estado incide en su vida de relación. Requisito importante para la declaración de interdicción es que la persona no pueda expresar de manera indubitable su voluntad.

Los actos Jurídicos de las personas absolutamente incapaces son nulos de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 219 del Código.

ARTÍCULO 44.- “Son relativamente incapaces:

1. Los mayores de dieciséis y menores de dieciocho años de edad.

2. Los retardados mentales.

3. Los que adolecen de deterioro mental que les impide expresar su libre voluntad.

4. Los pródigos.

5. Los que incurren en mala gestión.

6. Los ebrios habituales.

7. Los toxicómanos.

8. Los que sufren pena que lleva anexa la interdicción civil.”

El artículo 581 obliga al juez, al declarar la interdicción civil, fijar los límites y extensión de la curatela según el grado de incapacidad de la persona. Resulta pues tarea del juez determinar el grado, en cada situación, de incapacidad de la persona, es decir si la persona adolece de incapacidad absoluta o relativa. Además está a cargo del juez fijar los límites y la extensión de la curatela en relación con los alcances de la incapacidad. 

El inciso primero en relación con el Código abrogado, no varía en el límite mínimo, pero al fijar que esta incapacidad relativa se da hasta los dieciocho años ya establece un margen de dos años para tal incapacidad (límite superior). 

Cabe recalcar, que según lo prescrito por el artículo 1358 del Código, los incapaces no privados de discernimiento pueden celebrar contratos relacionados con las necesidades ordinarias de su vida. Así también si perjuicio de lo anterior, el artículo 456 establece que el menor que tenga más de dieciséis años de edad puede contraer obligaciones o renunciar derechos siempre que sus padres que ejerzan la patria potestad autoricen, expresa o tácitamente el acto o lo ratifiquen. Si dicho acto no es autorizado ni ratificado, el menor queda sujeto a la restitución de la suma que hubiese convertido en su provecho. El menor que actúe con dolo responde de los daños y perjuicios que cause a terceros.

Consiguientemente, el artículo 457 del Código, el menor capaz de discernimiento puede ser autorizado por sus padres para dedicarse a un trabajo, ocupación, industria u oficio. De producirse dicha autorización el menor está facultado para realizar los actos que requiera el ejercicio regular de tal actividad, administrar los bienes que se le hubiese dejado con dicho objeto o que adquiera como producto de aquella actividad, usufructuarlos o disponer de ellos. El mismo artículo prescribe que tal autorización puede ser revocada previa razón justificadora. El numeral 458 del Código, de manera general, dispone que el menor capaz de discernimiento responde por los daños y perjuicios causados por sus actos ilícitos.

Los menores de edad están sujetos a la patria potestad, la misma que es ejercida conjuntamente por el padre y la madre durante el matrimonio, correspondiendo a ambos la representación legal del hijo. En caso de disentimiento resuelve el juez de menores. Por la patria potestad los padres tienen el deber y el derecho de cuidar de la persona y bienes de sus hijos menores (Artículos 419 y 418). De no encontrarse el menor sujeto a la patria potestad se le nombrará tutor que cuide de su persona y bienes, según las reglas contenidas en el Capítulo Primero del Título II de la Sección Cuarta del Libro III del Código.

El inciso segundo, fue preparado como anota Sessarego, por cuatro médicos a pedido de la Comisión Revisora. Trata el caso de los retardados mentales, considerando a estos como a aquellas personas que, por cualquier causa, su desarrollo intelectual no es paralelo en relación con su edad. Es decir, cuando la capacidad intelectual de la persona se ha detenido y no ha evolucionado en conformidad con su edad. Igualmente que en el caso del artículo 43 y de conformidad con lo prescrito por el artículo 571, la interdicción de los retardados mentales requiere que el juez compruebe que el incapaz no se encuentra en aptitud de dirigir sus negocios.

El inciso tercero, se presenta con la expresión genérica de “deterioro mental”, trata, sin excepción, a todas las situaciones en que la persona presenta anomalías psíquica que en alguna medida, limitan el pleno ejercicio de sus actividades normales al impedirle  expresar su libre voluntad. Es importante anotar que la incapacidad debe declararse si es que el grado de deterioro afecta, o de alguna manera condiciona, la libre expresión de la voluntad de la persona. Es de suponer, en esta situación, que le juez ha de comprobar que la persona no es apta para manejar sus negocios y que, por tanto, necesita de un curador. 

Cabe advertir que, a diferencia del caso de la incapacidad absoluta de ejercicio a que se refiere el inciso segundo del artículo 43, la persona que sufre de deterioro mental no está privada totalmente de discernimiento. Las consecuencias jurídicas de ambas situaciones con distintas, ya que la incapacidad absoluta del privado de discernimiento origina la nulidad de los actos que practique, mientras que la incapacidad relativa es causal sólo de anulabilidad.

Debemos incluir también en este inciso, los casos, de aquellas personas que por haber llegado a una edad avanzada, presentan una gradual e irreversible pérdida de su capacidad intelectual global que los priva de un discernimiento cabal. Mayormente conocido como “debilidad senil”; situación adquirida y privativa de la tercera edad.

El inciso cuarto del presente numeral en examen, considera a la prodigalidad como causal de incapacidad relativa de ejercicio. Entendemos aquí al pródigo como dilapidador habitual, al que disipa sus bienes, al gastador desordenado o manirroto. O como lo define la Real Academia Española, al que “desperdicia y consume su hacienda en gastos inútiles y vanos, sin medida, orden ni razón. En este caso la interdicción judicial del pródigo está dedicada principalmente a la protección de la familia del dilapidador habitual. Así también apoya esta disposición el artículo 584, al señalar que el objetivo para la declaración de interdicción, el que el pródigo haya disipado bienes que excedan a su porción disponible si es que cuenta con cónyuge o herederos forzosos. 

L a curatela del prodigo esta orientada  a tutelar aquellos que tienen derechos sucesorios expectaticios. En la mayoría de los casos se trata de hijos menores de edad o económicamente dependientes del dilapidador. Conforme  al Art. 724 son herederos forzosos los hijos y los demás descendientes, los padres y los demás ascendientes, y el cónyuge.

De acuerdo la inciso quinto  la mala gestión es causal de incapacidad. Es por demás aclarar por parte de código que la mala gestión es la manifiesta ineptitud de una persona para manejar sus negocios. No se trata, como en el caso de la prodigalidad, de una tendencia al despilfarro sino de una inhabilidad para la administración de un patrimonio. Al igual que en el caso de la prodigalidad, la curatela de estos incapaces esta dirigida a restar protección a los que detentan la calidad de herederos forzosos del incapaz. El articulo 585 señala con respecto a esto que puede ser declarado incapaz por mala gestión el que por esta causa haya perdido mas de la mitad de sus bienes; el numeral citado esta también librado al prudente arbitrio del juez apreciar la mala gestión.

A lo que se refiere la hipótesis prevista en el inciso sexto, es decir, la de ebriedad habitual, cabe resaltar que en opinión d los especialistas es6ta situación produce con mucha frecuencia “psicosis paranoide de celos, delirium tremens, alucinosis alcohólica, psicosis de korsakoff, etc., cuadros clínicos, todos ellos con perdida de discernimiento”. Para le declaración  de la interdicción se requiere como lo indica el propio inciso, que la ebriedad sea habitual, es decir que la persona muestre adicción a las bebidas alcohólicas. En este caso el derecho debe tutelar el valor que representa a la persona, por lo cual el fundamento esencial para la declaración de interdicción es la protección, la asistencia y el socorro permanentes que exige el ebrio habitual. La curatela que se instituye en esta situación debe tender a la rehabilitación del ser humano. 

Al lado de la tutela de la persona en si misma debe también protegerse  a la familia, a  fin evitar que caiga en la miseria por la acción del ebrio consuetudinario. Existe también un interés social que tutelar en la medida que el ebrio habitual puede amenazar la tranquilidad  y hasta la seguridad d los otros seres humanos.

El inciso séptimo del articulo 44 se refiere a los toxicómanos como incapaces relativos. El termino toxicómano, cabe aclarar, es entendido según los expertos, como sinónimo de drogadicto y se aplica a la persona que ha desarrollado fármaco-dependencia severa, o sea aquella que necesita consumir alguna droga para aplacar la apetencia imperiosa de la misma. Esta situación de dependencia severa puede conducir al drogadicto o toxicómano a cometer delitos para obtener la droga, la que es deseada con mayor frecuencia y en mayores dosis. El drogadicto presenta síndromes de abstinencia psicológica o fisiológica, cuando deja de consumir la droga y sufre daño en la salud variable de acuerdo a la droga. SE laude también con otras denominaciones tales como sustancias estupefacientes, narcóticos, sustancias o drogas toxicomanígenas.

Al igual que como se trata al ebrio habitual, el articulo 586 prescribe que será provisto de curador quien por causa del uso de sustancias que puedan generar toxicomanía o de drogas alucinógenas, se exponga o exponga a su familia a caer en la miseria,  necesite asistencia permanente o amenaza la seguridad ajena. En este caso se aplican los mismos fundamentos de la curatela del ebrio habitual, es decir, la protección de la propia persona, la tutela del interés económico de la familia, así como de aquel de carácter social en la medida que l toxicómano puede devenir en elemento peligroso.

Es importante señalar, que tanto en el caso de el ebrio habitual, como en el del toxicómano, no se protege estrictamente el interés de los herederos forzosos y del cónyuge, sino que se utiliza, para designar el objeto tutelar, la expresión familia. Compartimos la opinión que debe entenderse el termino familia en su mas lata acepción, incluyendo dentro de ella a todos aquellos miembros del grupo familia que dependan económicamente del incapaz.

Finalmente el inciso octavo se refiere al caso de incapacidad relativa de ejercicio del apersona que sufre pena que lleva anexa la interdicción civil. Esta incapacidad no se origina ni en la edad ni en la salud de la persona, sino que encuentra fundamento en la situación de hecho en que se haya y que le impide de ipso, ejercer sus derechos por si misma. Comporta una medida de protección al penado. Deviene de esto que el articulo 595 establece que ejecutoriada la sentencia penal que conlleva la interdicción civil, el fiscal pedirá dentro de las 24 horas el nombramiento para el curador penado. Si así no lo hiciera será responsable por los daños y perjuicios que sobrevengan. 

El segundo apartado del articulo 596 prescribe que el curador del que sufre pena de interdicción civil, esta obligado a cuidar de la persona y bienes de los menores e incapaces que se hallaran bajo la autoridad del interdicto, hasta que se le provea de tutor o de otro curador.

ARTICULO 45.- “Los representantes legales de los incapaces ejercen los derechos civiles de éstos, según las normas referentes  al patria potestad,  tutela y curatela”.

Se entiende por la patria potestad, que le padre y la madre del menor, conjuntamente tiene el deber y el derecho de cuidar de la persona y bienes de sus hijos menores y de representarlos. Así lo establecen los artículos 418 y 419 del código. Si se trata de hijos extramatrimoniales la patria potestad se ejerce por el padre o por la madre que los ha reconocido y si ambos lo hubieran hecho corresponde al juez de menores determinar a quien se atribuye la patria potestad según lo indica el artículo 421.

El articulo 502 prescribe que le menor que no este bajo la patria potestad se le nombrara tutor que cuide de su persona y de sus bienes. 

ARTÍCULO 46.- “La incapacidad de las personas mayores de dieciséis años cesa por matrimonio o por obtener titulo oficial que les autorice para ejercer una profesión u oficio.

La capacidad adquirida por matrimonio no se pierde por la terminación de éste.

Tratándose de mayores de catorce años cesa la incapacidad a partir del nacimiento del hijo, para realizar solamente los siguientes actos:

1. Reconocer a sus hijos

2. Reclamar o demandar por gastos de embarazo y parto

3. Demandar y ser parte en los proceso de tenencia y alimentos a favor de sus hijos.”

La disposición del numeral bajo comentario ha sufrido una modificación, al ya no reconocer que la incapacidad de mujeres mayores de catorce años cesa por matrimonio; se establece una igualdad en cuanto a la adquisición de la capacidad de ejercicio, tanto en el hombre como en la mujer.

La solución del código nos parece lógica desde que no es concebible desde que los cónyuges continúen sujetos a la patria potestad o a la tutela, si fuera el caso. El matrimonio supone un determinado grado de responsabilidad y cierta autonomía económica. Ello es fundamento suficiente para que los cónyuges adquieran la plena capacidad de ejercicio por mandato de la ley.

La adquisición de un titulo oficial que habilite  al menor de dieciséis años a ejercer una profesión u oficio es también indudable síntoma de responsabilidad y madurez, circunstancia que justifica el que no continúe la situación de dependencia y subordinación que comporta la patria potestad.

Al haberse fijado en dieciocho años la mayoría de edad, se ha suprimido la emancipación como causal de cesación de la incapacidad relativa de ejercicio.

